MORA JUDICIAL/ Prosperidad de la tutela por tardanza injustificada de la Secretaría para pasar memoriales a despacho, no obstante que debían ser pasados de manera inmediata 
“Está acreditado en el plenario que los procesos ordinarios a que se refieren los hechos de la demanda entraron a despacho de la señora Jueza Segundo Civil del Circuito de Pereira los días 15 de agosto de 2014 y 5 de septiembre del mismo año (…)
(…) el 13 de julio de 2015, el apoderado del aquí accionante elevó la misma petición a cada uno de esos procesos. Concretamente solicita se dé cumplimiento al artículo 9º de la ley 1395 de 2010 (…)
Y además está demostrado que sobre esas peticiones no se ha pronunciado la funcionaria demandada, porque la secretaria no le ha pasado esos escritos a despacho, con fundamento en el artículo 404 del Código de Procedimiento Civil (…)
A juicio de la Sala, atendiendo el contenido de las solicitudes elevadas por el accionante y el de la disposición de que se trata, aquellas han debido pasarse a despacho de la jueza demandada inmediatamente se recibieron, pues esperar a que profiera sentencia para hacerlo, desnaturalizaría el objeto de las peticiones encaminadas precisamente a que sea otro funcionario el que dicte aquella providencia, con fundamento en la última norma transcrita.”  

“De tal demora, sin embargo, no resulta responsable la jueza demandada, pues la secretaria del juzgado no le ha pasado a despacho los escritos respectivos y por ende, no ha tenido conocimiento de su existencia. Por tal razón, no es a ella a quien puede adjudicársele esa mora, por lo menos en cuanto a la decisión de las peticiones que en ellos se le hacen.”
Citas: Corte Constitucional, Sentencia T-230 de 2013.
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Acta No. 152 del 7 de abril de 2016

Expediente No.  66001-22-13-000-2016-00357-00
Decide esta Sala, en primera instancia, la acción de tutela que instauró el señor Felipe Jaramillo Londoño contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Pablo Botero Jaramillo y la señora Lorena Marcela Arenas Valencia, secretaria de aquel despacho judicial.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen para lo que al caso interesa:

1.1.- En el mes de diciembre de 2011 instauró dos demandas ordinarias contra el señor Pablo Botero Jaramillo; transcurrido año y medio sin que se hubiesen resuelto, no tuvo otra opción que declararse en insolvencia, trámite que admitió el señor Notario Segundo de Pereira.
1.2 El proceso con radicación 0356/2011 se admitió el 14 de noviembre de 2011; la notificación al demandado se realizó el 10 de febrero de 2012 e ingresó a despacho para sentencia el 5 de septiembre de 2014; el 13 de julio de 2015, por medio de su apoderado, solicitó a la funcionaria accionada dar aplicación al artículo 9º de la ley 1395 de 2010, vigente para entonces, sin que el juzgado se haya pronunciado al respecto.
1.3 El proceso con radicación 0359/2011 se admitió el 15 de noviembre de 2011; la notificación al demandado se realizó el 12 de febrero de 2012 e ingresó a despacho para sentencia el 15 de agosto de 2014; el 13 de julio de 2015, por medio de su apoderado, solicitó a la funcionaria accionada dar aplicación al artículo 9º de la ley 1395 de 2010, vigente para entonces, sin que el juzgado se haya pronunciado al respecto.

1.4 No espera un favor de la jueza demandada, sino que le resuelvan prontamente los procesos propuestos y la citada señora presenta un inexplicable retraso para proferir sentencias, a pesar de que el ordenamiento procesal ordena hacerlo en un término máximo de cuarenta días.
1.5 Esa conducta le ha causado un perjuicio grave e irremediable, no solo desde el punto de vista patrimonial, sino en el aspecto moral, en razón a la precaria condición económica en que se encuentra desde hace cuatro años; hubo de volverse estudiante de derecho, dejar su profesión de arquitecto y “sobrevivir con la mayor dificultad aumentando día a día mis deudas generadas por la situación jurídica que no me ha sido resuelta.” 
1.6 Compara el número de sentencias que se han dictado en los Juzgados Segundo y Tercero Civiles del Circuito de Pereira y concluye que en los últimos cuatro años el primero de ellos ha proferido 2, mientras el otro 162.

2.- Considera lesionados sus derechos al debido proceso sin dilaciones injustificadas, el de petición, a la defensa y a la igualdad y para su protección, solicita se ordene a la funcionaria accionada dé cumplimiento al artículo 9º de la ley 1395 de 2010; en subsidio, se haga uso de las atribuciones conferidas por  el artículo 121 del Código General del Proceso o en su defecto, compulsar(sic.) copias ante el Consejo Seccional de la Judicatura para que se inicie el respectivo proceso disciplinario en contra de la funcionaria demandada.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 28 de marzo se admitió la acción, se solicitaron unos informes a la jueza demandada y se ordenó vincular al señor Pablo Botero Jaramillo. Posteriormente se mandó hacerlo respecto del secretario del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira.
2. En el curso del proceso se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La funcionaria accionada, al ejercer su derecho de defensa, afirmó que los procesos a que se refiere el accionante son unos ordinarios declarativos que no tienen relevancia sobre los demás, y se encuentran en los turnos 49 y 50 para dictar sentencia; es decir, que debe dictar 48 antes y además las de los procesos que tienen trámite preferente como los de habeas corpus, tutelas, incidentes por desacato y acciones populares.

No es de su incumbencia lo relacionado con la situación económica del actor, ni el motivo por el que dejó de ejercer como arquitecto y es equivocada la comparación que hizo entre su despacho y el Tercero Civil del Circuito; ha sido calificada satisfactoriamente y no se le han hecho observaciones. 

Dice que deben tenerse en cuenta el alto número de procesos que ingresaron a su despacho, la cantidad de acciones preferentes que debe atender, la permanencia en audiencias dentro y fuera del despacho; el tiempo invertido en capacitaciones; los trasteos a que se han visto sometidos para la remodelación de los despachos; los cierres de las oficinas por orden del Consejo Seccional de la Judicatura y la premura de “la misma Sala” para la declaratoria de los desistimientos tácitos; el cambio de sistema escrito al oral y otras actuaciones inherentes al cargo.
2.2 La señora Lorena Marcela Arenas Valencia, secretaria del juzgado accionado, dijo que en la lista de procesos que se encuentran para proferir sentencia, aparecen los ordinarios radicados con los números 2011-00365 y 2011-00359, que ingresaron los días 5 de septiembre y 15 de agosto de 2014, respectivamente; que el accionante presentó sendos memoriales, el 13 de julio de 2015, en los que pide se dé cumplimiento al artículo 9º de la ley 1395 de 2010, los que se abstuvo de pasar a despacho de la señora juez, en cumplimiento al artículo 404 del Código de Procedimiento Civil, sin que su actuar fuera arbitrario o incumpliera los deberes y responsabilidades que su cargo le exige.
Solicita se nieguen las pretensiones, toda vez que no se encuentran vulnerados los derechos fundamentales invocados por el accionante, ya que no hubo ningún acto de omisión, ni fue negligente en el trámite; por el contrario se acataron diligentemente las normas y funciones de su cargo.
2.3 El otro vinculado no se pronunció.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. 
2.- Considera el actor lesionados sus derechos al debido proceso sin dilaciones injustificadas, el de petición, a la defensa y a la igualdad, en razón a que por la demora de la funcionaria demandada en  dictar sentencia en dos procesos ordinarios que instauró, le solicitó, el 13 de julio del año anterior, dar aplicación al artículo 9º de la ley 1395 de 2010, sin que aún se pronuncie al respecto.
Así entonces la vulneración de tales garantías fundamentales se atribuye a una supuesta mora judicial, respecto de la cual ha dicho la Corte Constitucional:
“3.5.1. La Constitución Política de 1991 consagra los derechos al debido proceso (art 29) y al acceso a la administración de justicia (art 229), los cuales abarcan dentro de su ámbito de protección: (i) el derecho que tiene toda persona de poner en funcionamiento el aparato judicial; (ii) el derecho a obtener una respuesta oportuna frente a las pretensiones que se hayan formulado; y (iii) el derecho a que no se incurran en omisiones o dilaciones injustificadas en las actuaciones judiciales.
 
…

 
En desarrollo de lo anterior, el artículo 228 del Texto Superior dispone que: “Los términos se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”, al mismo tiempo que el artículo 37 del Código de Procedimiento Civil, al referirse a las obligaciones del juez, determina que uno de sus deberes es: (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.”
 
3.5.2. En numerosas oportunidades la Corte ha reiterado la importancia de este deber, entre otras, al sostener que: “Quien presenta una demanda, interpone un recurso, formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, dentro de los términos legales dispuestos para ello.”
  Por esta razón, en principio, se ha insistido en que el incumplimiento de la obligación de dictar las providencias en los términos de ley, conduce a la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por cuanto no permite una respuesta oportuna frente a las pretensiones invocadas por el actor y aplaza la realización de la justicia material en el caso concreto.
 
No obstante, la jurisprudencia también ha señalado que, atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
 
…

3.5.6. De lo anterior se concluye que, en primer lugar, todo ciudadano tiene derecho al acceso a la administración de justicia y a una resolución pronta y oportuna de sus solicitudes. En segundo lugar, la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales constituye una mora judicial injustificada cuando (i) se presenta un incumplimiento de los plazos señalados en la ley para adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de la autoridad judicial. En tercer lugar, es excepcional la posibilidad del juez de tutela de alterar el orden de fallo, ya que el ordenamiento jurídico consagra el deber de someterse a un sistema de turnos, con algunas salvedades reconocidas por el legislador.   

 

Como consecuencia de lo expuesto, en cuarto lugar, en los casos de mora judicial injustificada, para que proceda la acción de tutela, (a) además de acreditar la inexistencia de otro (sic) defensa judicial, es necesario que (b) se este (sic) ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios se tornen irreparables. Por último, frente a la mora judicial justificada, según las circunstancias del caso, es posible (i) negar la violación de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, sometiendo al interesado al sistema de turnos; (ii) ordenar excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el juez está en presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares del afectado; o (iii) en aquellos casos en que se está ante la posible materialización de un daño cuyos perjuicios no puedan ser subsanados, se puede ordenar un amparo transitorio en relación con los derechos fundamentales comprometidos, mientras la autoridad judicial competente se pronuncia de forma definitiva en torno a la controversia planteada. ”

3.- El artículo 107 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando el demandante elevó las peticiones que afirma no le ha resuelto la funcionaria demandada, dice en su parte pertinente: “El secretario hará constar la fecha de presentación de los memoriales que reciba, pero solo pasará al despacho de modo inmediato y con el respectivo expediente, aquellos que requieran decisión o los agregará a este si se encuentra allí para que resuelva simultáneamente todas las peticiones pendientes…”
El 124 de la misma obra, modificado por la ley 794 de 2003, dice en el inciso 1º que los jueces deberán dictar los autos de sustanciación en el término de tres días y los interlocutorios en el de diez.

El 404 expresa: “Vencido el término de traslado para alegar, el secretario inmediatamente pasará el expediente al despacho para que se dicte sentencia, sin que puedan proponerse incidentes, salvo el de recusación, ni surtirse actuaciones posteriores distintas a las de expedición de copias, desgloses o certificados, las cuales no interrumpirán el término para proferirla ni el turno que le corresponda al proceso.- El secretario se abstendrá de pasar al despacho los escritos que contravengan esta disposición.” 

4.- Está acreditado en el plenario que los procesos ordinarios a que se refieren los hechos de la demanda entraron a despacho de la señora Jueza Segundo Civil del Circuito de Pereira los días 15 de agosto de 2014 y 5 de septiembre del mismo año, hecho que no controvierten las partes y del que dan cuenta los documentos que se anexaron con la demanda
 
También está probado que el 13 de julio de 2015, el apoderado del aquí accionante elevó la misma petición a cada uno de esos procesos
. Concretamente solicita se dé cumplimiento al artículo 9º de la ley 1395 de 2010; informarle a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura sobre la pérdida de la competencia y remitir el expediente al juez que le siga en turno, quien deberá fallarlo en un término máximo de dos meses.
Y además está demostrado que sobre esas peticiones no se ha pronunciado la funcionaria demandada, porque la secretaria no le ha pasado esos escritos a despacho, con fundamento en el artículo 404 del Código de Procedimiento Civil, tal como lo informó en escrito que también se incorporó a la actuación
.

5.- El artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, adicionado por la ley 1395 de 2010, vigente para cuando se elevaron las solicitudes a que se hace referencia, dice en el parágrafo: “En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia  de primera instancia, contado a partir del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal.- Vencido el respectivo término sin haberse dictado sentencia, el funcionario perderá automáticamente la competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, quien proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses…”

Tal norma la reprodujo el artículo casi en los mismos términos el artículo 121 del Código General del Proceso, vigente en este Distrito Judicial desde el pasado 1º de enero.

A juicio de la Sala, atendiendo el contenido de las solicitudes elevadas por el accionante y el de la disposición de que se trata, aquellas han debido pasarse a despacho de la jueza demandada inmediatamente se recibieron, pues esperar a que profiera sentencia para hacerlo, desnaturalizaría el objeto de las peticiones encaminadas precisamente a que sea otro funcionario el que dicte aquella providencia, con fundamento en la última norma transcrita.  

6.- En esas condiciones puede concluirse que se han lesionado al actor los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la justicia, en razón a que han transcurrido ya más de ocho meses sin que se le deciden las peticiones que elevó el 13 de julio del año anterior, sin que se considere justificada la razón por la que no se han pasado los memoriales respectivos al despacho del juez, tal como se explicara líneas atrás. 

7.- De tal demora, sin embargo, no resulta responsable la jueza demandada, pues la secretaria del juzgado no le ha pasado a despacho los escritos respectivos y por ende, no ha tenido conocimiento de su existencia. Por tal razón, no es a ella a quien puede adjudicársele esa mora, por lo menos en cuanto a la decisión de las peticiones que en ellos se le hacen.
De tal conducta resulta responsable la secretaria del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, que ante solicitudes como las que elevó la parte demandante en los procesos ordinarios a que se refieren los hechos de la demanda, ha debido ingresar los escritos respectivos al despacho de la señora juez para que al respecto se pronuncie.

En consecuencia, se negará respecto de la jueza accionada el amparo solicitado y se concederá frente a la Secretaria de esa dependencia  judicial, a quien se ordenará que notificada de esta providencia, de manera inmediata, pase a despacho de aquella funcionaria los memoriales de que se ha hecho referencia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder la tutela solicitada por el señor Felipe Jaramillo Londoño, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Pablo Botero Jaramillo y la señora Lorena Marcela Arenas Valencia, Secretaria de aquel despacho judicial.
SEGUNDO.- A esta última se le ordena que notificada de esta providencia, de manera inmediata, proceda a pasar a despacho de la titular del Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, los memoriales que presentó el aquí demandante el 13 de julio de 2015.

TERCERO.- Se niega la tutela frente a la juez accionada y el otro vinculado.
CUARTO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-227 de 2007. Sobre la materia también se pueden consultar las Sentencias C-1198 de 2008 y T-527 de 2009.


� Sentencia T-230 de 2013


� Ver folio 6


� Folios 50 a 57


� Folio 96.





1

